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Resumen  
La responsabilidad extracontractual del Estado Colombiano ha evolucionado en 
Colombia, donde se consagro expresamente en el artículo 90 de la Constitución Política de 
1991 que constituye el fundamento constitucional de la responsabilidad patrimonial del 
Estado, de índole contractual y extracontractual. En ese sentido el presente artículo de 
investigación analiza de manera concreta en qué casos el Estado Colombiano puede ser 
declarado patrimonialmente responsable por los daños sufridos por soldados profesionales 
que sufren algún tipo de daño psicofísico, teniendo en cuenta el desarrollo jurisprudencial 
realizado por el Consejo de Estado frente al tema.  
Palabras clave: Responsabilidad del Estado, Riesgo, Prestación de Servicio militar 
obligatorio, Daño Antijurídico, Soldados Profesionales. 
Abstract  
The non-contractual liability of the Colombian State has evolved in Colombia, where 
it is expressly established in Article 90 of the Political Constitution of 1991, which constitutes 
the constitutional foundation of the State's patrimonial responsibility, of a contractual and 
extra-contractual nature. In this sense, this research article concretely analyzes in which cases 
the Colombian State can be declared patrimonially responsible for the damages suffered by 
volunteer soldiers or professionals who suffer some type of psychophysical damage, taking 
into account the jurisprudential development carried out by the Council of State in front of 
the subject. 
Key words: State responsibility, Risk, Provision of mandatory military service, 
Unlawful damage, Volunteer soldiers. 
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La responsabilidad patrimonial extracontractual del Estado en Colombia, está 
fundamentada en la teoría del daño antijurídico consagrada en el artículo 90 de la 
Constitución, así entonces por primera vez en el derecho colombiano, se adoptó una 
disposición jurídica, en este caso de rango constitucional para consagrar de manera 
explícita e inequívoca, la razón o justificación del porqué el Estado tiene la obligación 
jurídica de reparar e indemnizar daños que sufran los asociados.  
En Colombia existen varios títulos de imputación sobre los cuales se predica la 
responsabilidad extracontractual del Estado, se ha identificado regímenes de 
responsabilidad subjetiva en los cuales se realiza una calificación de la conducta, es decir, 
se tiene en cuenta si se actuó con culpa. Por su parte los regímenes de responsabilidad 
objetiva simplemente verifican la existencia del daño antijurídico y el nexo causal.  
Ahora bien, en el caso de las Fuerzas Armadas y los daños sufridos por los soldados en 
combate, cabe destacar que la línea jurisprudencial del Consejo de Estado se ha desarrollado 
considerando la forma de vinculación de la víctima. 
Así entonces, que en el caso de daños sufridos por soldados conscriptos1 el Estado debe entrar 
a responder bajo los títulos de imputación de falla en el servicio, riesgo excepcional o daño 
especial, lo que no ocurre en el caso de los soldados profesionales que asumen el riesgo de 
la actividad que entran a desarrollar, por lo que resulta viable identificar en qué casos hay 
lugar a la declaración de dicha responsabilidad de acuerdo a la jurisprudencia del Consejo de 
Estado, realizando un analisis enfocado a responder la pregunta de investigacion ¿En que 
casos se considera que hay lugar a declarar la Responsabilidad Patrimonial Extracontractual 
del Estado por daños sufridos por soldados profesionales?. La metodología de desarrollo del 
presente artículo de investigación es análisis-sintesis, como lo indica Molina (2017) se hara 
una relación consecuente con antecedentes mediante la cual se llegara hasta lo conocido, que 
                                                             
1 El soldado conscripto es aquel cuyo vínculo surge como cumplimiento del deber constitucional 
de defensa de la independencia, de la soberanía nacional y de las instituciones públicas y dentro 
de este no existe carácter laboral (Consejo de Estado, Sección Tercera, Sentencia 
50001233100020030029401 (36215), 2016). 
hace referecia a la responsabilidad del Estado en el caso de los soldados conscriptos. 
Posteriormente se realizara un proceso de síntesis, partiendo desde lo que anterior. Para 
finalmente llegar a aquello que es desconocido, que es el avance jurisprudencial de la 
responsabilidad del Estado por daños profesionales sufridos por soldados profesionales. Lo 
anterior estructurado a partir de revision documental y jurisprudencial referente al tema de 






















 1.  Deber constitucional de protección del Estado Colombiano 
El Estado colombiano tiene el deber de garantizar a los ciudadanos el ejercicio libre de los 
derechos fundamentales, como lo indica Borda (2007) el Estado Social de Derecho 
consagrado en la Constitución Política de 1991 impone la obligación a la administración de 
garantizar a los ciudadanos el ejercicio de sus derechos fundamentales. 
En razón de lo anterior el Estado debe desplegar todos los elementos que estén a su alcance 
para proteger a los ciudadanos y evitar que se vulneren sus derechos fundamentales. La 
situación de conflicto armado que ha atravesado Colombia, ha hecho que dicho deber de 
protección se haya tornado insuficiente en varias ocasiones. 
Lo anterior es reafirmado a Daza (2011) quien indica que el Estado colombiano, según 
disposiciones Constitucionales y jurisprudenciales tiene obligaciones generales de respeto y 
garantía de los derechos humanos de las personas y sumado a lo anterior debe crear 
condiciones necesarias para el goce de derechos por parte de las personas. 
En síntesis, es deber del Estado defender y asegurar los intereses de la población de las 
posibles amenazas a la vida o integridad. Para esto el Estado pone en función a la Fuerza 
Pública, que ha desempeñado un papel importante en la garantía de derechos de la población 
civil frente a las acciones violentas de los grupos armados al margen de la ley que operan en 
el país (López, 2016).  
1.1 Fuerza Publica en la Constitución de 1991: 
Como lo indica Mejía Azuero (2009) la Fuerza Pública tiene su fundamento constitucional 
desde el preámbulo que hace referencia a la soberanía del Estado colombiano, y su finalidad  
de fortalecer la unidad de la Nación y asegurar a sus integrantes un orden político, económico 
y social justo. De igual manera los principios y valores expuestos desde el articulo 1 al 6, 
teniendo en cuenta la importancia de la fuerza pública para garantizar la soberanía e 
independencia del Estado y trabajar para el cumplimiento de los fines expuestos. 
Del mismo modo la constitución política de 1991 dispone en su artículo 216 que la fuerza 
pública colombiana estará integrada en forma exclusiva por las Fuerzas Militares y la Policía 
Nacional. De la misma forma impone la obligación a todos los colombianos de tomar las 
armas en el caso que sea necesario defender la independencia nacional y las instituciones 
públicas. 
Así mismo, el Artículo 217 expresa que las fuerzas militares permanentes están compuestas 
por el Ejército, la Armada y la Fuerza Aérea y su finalidad primordial es la defensa de la 
soberanía, la independencia, la integridad del territorio nacional y del orden constitucional.  
Vásquez y Gil (2017) indican que la fuerza pública está sometida a los principios 
fundamentales del ordenamiento constitucional y su misión principal es mantener el orden 
constitucional y proteger los derechos y libertades de todos los residentes en Colombia, dicha 
misión convierte a la fuerza pública en garante de los derechos de los ciudadanos. 
La Corte Constitucional se ha referido a la función de la fuerza pública en el país y la 
importancia de la misma. Ha explicado que en cumplimiento de su función de proteger a la 
población, es deber de la Fuerza Pública desplegar sus actividades con la firmeza y la 
contundencia para someter a quienes subvierten el orden (Corte Constitucional, sentencia 
C251, 2002).  
Como lo describe la Corte Constitucional la fuerza pública se creó en la Constitución de 1991 
para que proteja a todos los ciudadanos y permita que exista una vida en comunidad pacifica 
en la que los ciudadanos puedan ejercer de manera libre sus derechos fundamentales. 
1.2 Dirección del poder ejecutivo sobre la fuerza pública: 
El Presidente de la Republica dentro de sus funciones como Jefe de Estado tiene a su cargo 
la dirección de la fuerza pública y disposición de ella como Comandante Supremo de las 
Fuerzas Armadas de la República, así lo ha dispuesto el artículo 189 de la Constitución 
Política de 1991. Arce (2003) lo explica de la siguiente manera: 
Se le conceden al presidente de la República dirigir la fuerza pública y disponer de 
ella, como Comandante Supremo de las Fuerzas Armadas de la República; dirigir la 
guerra, declarar la guerra y ratificar los tratados de paz con permiso del Senado o 
dando cuenta de ello cuando los hechos no puedan esperar. También como jefe de la 
Fuerza Pública confiere los grados militares y policiales, que para el nombramiento 
de Oficiales Generales requerirá la aprobación del Senado (p.33). 
 
Dicha dirección de la fuerza pública encuentra su fundamento en las constituciones 
revolucionarias, Arias (1967) indica que la tendencia en los textos constitucionales ha 
dispuesto que la dirección de las fuerzas armadas esté a cargo del Presidente o Jefe de Estado, 
esto en razón de que se hace necesario que las Fuerza Pública deben estar plenamente 
subordinadas y prestar una total obediencia al Poder civil, que está representado en el Jefe de 
Estado.  
Resulta importante resaltar el papel del Presidente de la Republica como Comandante 
Supremo de las Fuerzas Armadas de la República, quien es el encargado de dirigir y orientar 
la actuación de los cuerpos armados civiles y militares que hay en el territorio colombiano. 
Al Respecto la Corte Constitucional ha indicado que el Presidente de la República es, en 
virtud del artículo 189 numeral 3° de la Constitución, el encargado de “dirigir la fuerza 
pública y disponer de ella como comandante supremo de las Fuerzas Armadas de la 
República”. Así entonces de acuerdo a la conformación de la fuerza pública integrada por las 
fuerzas militares y la Policía Nacional, se deduce que el Presidente de la República es 
“comandante supremo” también de las autoridades militares que definen (Corte 
Constitucional, Sentencia C867, 2010).  
El constituyente colombiano entonces decidió acoger las tesis de las constituciones 
revolucionarias como se observó anteriormente, y dejar al Presidente de la Republica con la 
Dirección de la Fuerza Pública lo que quiere decir que estas instituciones se encuentran 
subordinadas a lo que disponga el Presidente. 
2. Conflicto armado en Colombia 
Como lo refiere Yaffe (2011) desde la década de los sesenta en el país se presenta un conflicto 
armado que ha involucrado a grupos armados al margen de la ley, fuerza pública y sociedad 
civil. Como lo indica Mejía Azuero (2017) en Colombia se ha presentado un conflicto armado 
no internacional (en adelante CANI) que ha dejado una cantidad importante de victimas 
pertenecientes a las Fuerzas Armadas, lo que ha generado un debate en torno al 
reconocimiento social, político y socio jurídico de las víctimas policiales y militares en el 
contexto de un CANI. 
Dicho conflicto tiene su inicio en la guerra civil que se presentó entre 1946 y 1966, época 
donde empezaron a surgir diferentes guerrillas, grupos paramilitares y delincuencia 
organizada. Sumado a lo anterior la actividad del narcotráfico comienza a proliferarse en el 
país, situación que generó mayores actos de violencia en la época. 
El CANI que se ha presentado en Colombia ha perdurado desde esa época hasta la actualidad, 
dejando como consecuencia una gran cantidad de víctimas, una pérdida considerable de vidas 
humanas, desplazamiento forzado de la población civil, entre otros. Esto género en el 
gobierno la necesidad de crear estrategias para frenar el crecimiento de grupos armados, 
como se describe a continuación: 
Ante la expansión de las guerrillas por diversas regiones del territorio nacional 
durante la década del ochenta, se cuestionaba la estabilidad política, los intereses de 
las élites económicas y el statu quo de los sectores sociales hegemónicos. Para 
impedir estos avances de los movimientos insurgentes, los Gobiernos emplearon 
distintas estrategias que oscilaban entre medidas represivas, como el estatuto de 
seguridad y ampliaban las funciones de la Fuerzas Armadas (Llano, 2011, p.16). 
 
De acuerdo a lo descrito en el extracto citado anteriormente puede evidenciarse el papel 
importante y protagónico que ha tenido la fuerza pública dentro del conflicto armado en 
Colombia, situación que se explicara de manera detallada a continuación. 
2.1 Fuerza pública en el conflicto armado en Colombia: 
La Fuerza Pública en Colombia ha desempeñado un papel importante en el desarrollo del 
conflicto armado interno, ya que como lo indica el Centro Nacional de Memoria Histórica 
(2013) el despliegue de la fuerza pública en el gobierno militar de Gustavo Rojas Pinilla y la 
continua realización de operativos militares contra los núcleos de autodefensa campesina, 
desencadenaron su transformación en guerrillas revolucionarias. La ofensiva en contra de 
autodefensas comunistas del Sumapaz y el oriente del Tolima en 1955 les sirvió de 
argumento a los guerrilleros radicalizados del sur de ese departamento para no entregar las 
armas y proseguir la lucha armada.   
Frente al mismo tema Mejía Azuero (2007) afirma que cualquier actividad que realice el 
estado colombiano, en contra de las acciones armadas o terroristas llevadas a cabo por grupos 
al margen de la ley y de acuerdo con la legislación colombiana, deberá en primer lugar 
reconocer, interiorizar y sobre todo respetar los valores establecidos en el preámbulo 
constitucional. Sin embargo, algunas actuaciones llevadas a cabo por la fuerza pública no 
han estado ajustadas a las normas internacionales sobre Derechos Humanos y Derecho 
Internacional Humanitario, lo que ha generado condenas internas e internacionales para el 
Estado colombiano. 2 
 
Puede observarse que la política que fue asumida en las primeras décadas del conflicto 
armado, se orientó a combatir por la fuerza a los grupos armados, llevando al fortalecimiento 
las fuerzas militares y desencadenando la resistencia de los grupos guerrilleros y 
paramilitares que se fortalecieron y crecieron alrededor del país. 
La fuerza pública en Colombia se ha centrado en la resolución de los conflictos internos que 
ocupan gran parte del territorio interno, ya que en la historia del país, se ha enfrentado 
únicamente un conflicto externo que fue la guerra fronteriza con el Perú, entre 1932 y 1933, 
cuyo conflicto se centró en la recuperación del puerto amazónico de Leticia. En la actualidad 
de acuerdo a las cifras dadas por el Ministerio de Defensa Nacional de Colombia hay 183.333 
miembros de la Policía Nacional y 265.050 efectivos de las Fuerzas Militares (Otero, Prada 
& Báez, 2017). 
El gobierno colombiano se ha visto forzado a destinar gran parte de su presupuesto y un 
amplio recurso humano en la fuerza pública, esto para atender la situación de conflicto en el 
que ha permanecido Colombia por varios años, y además enfrentar situaciones de orden 
público que exigen acciones de la Fuerza Pública. 
                                                             
2 Condenas emitidas en contra del Estado Colombiano por el caso Mapiripan, Santo Domingo, 
Operación Orión, entre otras.  
Como lo indica Alda Mejías (2016) la Fuerza Pública en Colombia se enfrenta a un escenario 
difícil teniendo en cuenta los diferentes escenarios de inseguridad, que van más allá del 
conflicto. Lo anterior teniendo en cuenta que sumado a la guerrilla, se encuentran los Grupos 
Delictivos Organizados (en adelante GDO) y los Grupos Armados Organizados (GAO), a los 
cuales la Fuerza Pública debe enfrentarse a diario.  
Se espera que con el proceso de terminación del CANI llevado a cabo con las Fuerzas 
Armadas Revolucionarias de Colombia (en adelante FARC) se puedan redireccionar las 
prioridades de estas para que puedan atender diversas situaciones que afectan actualmente a 
la comunidad. 
2.2 Guerra asimétrica en Colombia: 
El concepto de guerra asimétrica es explicado por Arregín (2005) quien indica que este 
concepto supone la existencia de un conflicto en la que hay un actor fuerte y un actor débil, 
lo que termina incidiendo en la forma de interacción estratégica y en el resultado que se 
produce por el conflicto. 
En Colombia se ha estimado que el CANI ha presentado características de asimetría, teniendo 
en cuenta que los grupos armados al margen de la ley utilizan armas de guerra no 
convencionales, no se ciñen a las disposiciones del Derecho Internacional Humanitario, 
involucran a la población civil en el conflicto armado, entre otras actividades que han 
desarrollado como estrategias de combate en el conflicto. 
El CANI en Colombia se ha prolongado por más de 50 años, donde diferentes actores 
armados han sido parte de la confrontación con el Estado Colombiano. La complejidad y 
asimetría del conflicto armado interno que ha vivido Colombia hace referencia a los métodos 
y medios que utilizan los grupos armados al margen de la ley para llevar a cabo el conflicto 
o guerra en Colombia, dichas acciones desarrollan un enfrentamiento armado regular y en la 
medida se presenta uso de minas antipersona, secuestro, desplazamiento forzado, extorsión, 
ataques a personas civiles y bienes del Estado, y uso de armas no convencionales (Lesmes & 
Rodríguez, 2015). 
Todos los actos de guerra mencionados anteriormente han generado un gran número de 
víctimas tanto de la Fuerza Pública como de la población civil (Mejía Azuero, 2007), en el 
Registro Único De Víctimas (en adelante RUV) se puede observar una estadística 
desagregada de las víctimas de acuerdo al hecho sufrido, la cual se muestra a continuación: 
Tabla 1. Víctimas del conflicto en Colombia desagregado por hechos  
 
Fuente: Registro Único de Victimas (RUV), adscrita a la  
Unidad para las Víctimas (2018). 
Tal y como se observa en la gráfica 1 los grupos armados al margen de la ley utilizan diversos 
medios de conducción de hostilidades3 que son considerados como infracciones a las reglas 
del Derecho Internacional Humanitario, dichas circunstancias permiten afirmar que el 
                                                             
3 Los principales tratados que imponen límites a los métodos y medios bélicos son la Convención 
de La Haya de 1907, los Protocolos adicionales de 1977 a los Convenios de Ginebra de 1949 y una 
serie de acuerdos sobre armas específicas. El CICR ha participado en el proceso de elaboración de 
los tratados en este ámbito. En términos generales, el derecho internacional humanitario prohíbe 
los métodos y medios de guerra que causan daños superfluos o sufrimientos innecesarios. Por lo 
tanto, no se permiten algunos tipos de armas y se restringe la manera en que otras armas se 
emplean (Cruz Roja Internacional, 2016).  
Conflicto desarrollado en Colombia es asimétrico en cuanto los actores no se encuentran en 
igualdad de condiciones respecto a las estrategias utilizadas para la guerra. 
Sin embargo, en algunos casos se ha cuestionado la legalidad de estrategias que han utilizado 
las fuerzas armadas en algunas operaciones, lo que ha generado diversas controversias, como 
será evidenciado en el siguiente aparte. 
Dichas estrategias y el marco del conflicto armado en sí mismo llevan necesariamente a 
realizar cuestionamientos sobre la responsabilidad patrimonial extracontractual que tiene el 
Estado frente a los soldados que sufren algún tipo de daño psicofísico en combate, esto 
teniendo en cuenta que la legalidad de una operación determina la posible existencia de una 
falla en el servicio. Como se analizará posteriormente. 
 
3. Profesionalización de las Fuerzas militares en Colombia 
Las Fuerzas Militares en Colombia están compuestas por el Ejército, la Armada y la Fuerza 
Aérea, como lo dispone el artículo 217 de la Constitución Política de 1991. En el caso 
específico del Ejercito Nacional los soldados que se incorporan a las filas de esta institución, 
lo hacen de diferentes maneras como lo son los soldados conscriptos4 y los soldados 
profesionales5. 
Frente a dicha vinculación debe tenerse en cuenta que el servicio militar es obligatorio en 
Colombia desde la Constitución de 1886, en esta carta política el artículo 165 establecía que 
todos los colombianos debían tomar las armas cuando las necesidades públicas lo exigieran 
para defender la independencia nacional y las instituciones patrias, posteriormente en la 
Constitución de 1991 se mantiene nuevamente el carácter de obligatorio respecto de la 
prestación de este servicio, la Constitución de 1991 dispuso que todos los colombianos están 
                                                             
4 El soldado conscripto es aquel cuyo vínculo surge como cumplimiento del deber constitucional 
de defensa de la independencia, de la soberanía nacional y de las instituciones públicas y dentro 
de este no existe carácter laboral (Consejo de Estado, Sección Tercera, Sentencia 
50001233100020030029401 (36215), 2016). 
5 El soldado profesional es aquel cuyo el vínculo nace de una relación legal y reglamentaria 
consolidada, a través del acto administrativo de nombramiento correspondiente y la posterior 
posesión del servidor o de la relación contractual creada por un contrato laboral (Consejo de 
Estado, Sección Tercera, Sentencia 50001233100020030029401 (36215), 2016). 
obligados a tomar las armas cuando las necesidades públicas lo exijan para defender la 
independencia nacional y las instituciones públicas. 
De igual manera cabe aclarar que de acuerdo al bloque de constitucionalidad, la aplicación e 
interpretación de esta disposición constitucional debe realizarse respetando los parámetros 
definidos por el Derecho Internacional de los Derechos Humanos. Al respecto del servicio 
militar obligatorio han surgido diversas críticas: 
La prestación del servicio militar implica por sí mismo, un riesgo para la vida en los 
países donde no existen conflictos armados internos; pero sí es evidente en los casos 
de países como Colombia, donde por la situación de orden público se generan 
diversos riesgos para la persona que debe someterse a esta imposición jurídica, sin 
embargo esta obligación impuesta a los asociados se considera como una carga que 
deben soportar los ciudadanos ya que va en favor del interés general (Vásquez & 
Téllez, 2017, p.20). 
Como se evidencia anteriormente la prestación del servicio militar obligatorio supone una 
serie de riesgos más amplios de los que se presentan en caso de los soldados profesionales, 
quienes tienen una mayor instrucción y están preparados para ejercer funciones propias de 
las fuerzas armadas. 
Contrario a lo anterior, en varios países de Europa como Francia y España se ha reimplantado 
el Servicio Militar Obligatorio ante la amenaza terrorista que tan insistentemente está 
golpeando a varios países. Así entonces, en razón a la importancia de la seguridad y soberanía 
de los Estados se procede revaluar la necesidad de incorporar ciudadanos a las fuerzas 
armadas de manera obligatoria (Soprano, 2016).  
A continuación, se analizará de manera independiente los regímenes jurídicos a los que están 
sometidos los soldados en Colombia, de acuerdo a la forma de vinculación. 
3.1 Régimen Jurídico de los soldados conscriptos: 
Como se indicó anteriormente los soldados conscriptos son aquellos que están vinculados al 
Ejército por la imposición constitucional de la prestación del servicio militar obligatorio. El 
proceso de reclutamiento se encuentra en La Ley 48 de1993 y la Ley 1861 de 2017. 
El artículo 13 de la Ley 48 de 1993 indica las modalidades de la prestación servicio militar 
obligatorio y los tiempos de duración del mismo que como soldado regular es de 18 a 24 
meses, como soldado bachiller 12 meses, como auxiliar de policía bachiller 12 meses y como 
soldado campesino, de 12 hasta 18 meses. 
En el caso del servicio militar obligatorio o soldados conscriptos es necesario indicar que el 
artículo 216 de la Constitución Política, dispone que todos los colombianos están obligados 
a tomar las armas cuando las necesidades públicas lo exijan para defender la independencia 
nacional y las instituciones públicas, sin que exista ninguna vinculación laboral (Caldas 
Delgado, 2017). 
En cuanto a la responsabilidad patrimonial extracontractual del Estado por los daños sufridos 
por soldados conscriptos ha indicado el Consejo de Estado lo siguiente: 
En relación con el título de imputación aplicable a los daños causados a soldados que 
prestan servicio militar obligatorio, la Sala ha establecido que los mismos pueden ser 
i) de naturaleza objetiva –tales como el daño especial o el riesgo excepcional– y ii) 
por falla del servicio, siempre y cuando de los hechos y de las pruebas allegadas al 
proceso se encuentre acreditada la misma (Consejo de Estado, Sentencia 21964, 
2012). 
Así entonces es claro que en el caso de los soldados conscriptos la Responsabilidad 
patrimonial extracontractual del Estado puede ser de naturaleza objetiva y subjetiva, 
dependiendo del caso concreto que se esté analizando. 
En los últimos años el tema del servicio militar obligatorio se ha flexibilizado aceptando 
circunstancias como la objeción de conciencia, y la entrada en vigencia de la Ley 1861 de 
2017 que establece beneficios de acceso a programas académicos y cambios en la forma de 
reclutamiento. 
3.2 Régimen Jurídico de los soldados Profesionales: 
La vinculación al ejercito de soldados profesionales está determinada por una serie de 
requisitos establecidos por las instituciones, como ser colombiano, inscribirse en el 
respectivo distrito militar, ser soltero, sin hijos y no tener unión marital de hecho, ser mayor 
de 18 años y menor de 24 años, entre otros. 
Posterior a la incorporación reciben una formación o instrucción, como lo indica Suarez 
(2017), en esta etapa los Soldados Profesionales e Infantes de Marina reciben una instrucción 
que está a cargo de la Escuela de Soldados Profesionales – ESPRO, quien imparte cursos de 
lancero, paracaidista, rastreo, francotirador, asalto aéreo, explosivos.  
Estos soldados profesionales tienen una vinculación legal y reglamentaria consolidada por 
acto administrativo de nombramiento y posesión del servidor que se ciñe por lo dispuesto en 
la legislación específica desarrollada de manera general en la Ley 4 de 1992, que fija el 
régimen salarial y prestacional de los empleados públicos, de los miembros del Congreso 
Nacional y de la Fuerza Pública, adicional a esto en diferentes decretos se han establecido 
bonificaciones y primas (López, 2017). 
La jurisprudencia del Consejo de Estado inicialmente realizo un régimen de responsabilidad 
para los daños causados a soldados, de acuerdo a la forma de vinculación que estos tuvieran 
con el Ejército Nacional. Así entonces, mientras los soldados conscriptos prestan el servicio 
militar para cumplir con un deber constitucionalmente impuesto, y por tanto, solo deben 
soportar aquellas limitaciones o inconvenientes inherentes a la prestación del servicio de 
carácter obligatorio, no tiene que soportar cargas o riesgos anormales de dicha actividad; los 
soldados profesionales eligen a iniciativa propia la carrera militar, por que asumen o, al 
menos comparten con el Estado, todos los riesgos que sobre ellos puedan materializarse en 
el cumplimiento del servicio que voluntariamente escogieron prestar (Consejo de Estado, 
2010).  
Reitera posteriormente el Consejo de Estado, frente a la Responsabilidad patrimonial 
extracontractual del Estado por los daños sufridos por soldados conscriptos lo siguiente: 
Frente a los perjuicios ocasionados a soldados regulares, en la medida en la cual su 
voluntad se ve doblegada por el imperio del Estado, al someterlos a la prestación de 
un servicio que no es nada distinto a la imposición de una carga o un deber público, 
resulta claro que la organización estatal debe responder, bien porque frente a ellos el 
daño provenga de i) un rompimiento de las cargas públicas que no tengan la 
obligación jurídica de soportar; ii) de un riesgo excepcional que desborda aquel al 
cual normalmente estarían sometidos, y que puede tener origen en el riesgo de la 
actividad o en el riesgo de la cosa, o iii) de una falla del servicio, a partir de la cual 
se produce el resultado perjudicial (Consejo de Estado, Sentencia 21964, 2012). 
Visto lo anterior, resulta necesario concluir que la jurisprudencia explica de manera amplia, 
los casos en que responde el Estado cuando se causa algún tipo de daño antijurídico a 
soldados regulares o conscriptos. 
4. Responsabilidad patrimonial extracontractual del Estado Colombiano por los 
daños sufridos por soldados profesionales en medio de un combate 
La responsabilidad extracontractual del Estado Colombiano ha evolucionado de manera 
importante, toda vez que la Constitución de 1991 introdujo nuevos cambios. La 
responsabilidad patrimonial del Estado se consagro expresamente en el artículo 90 de la 
Constitución Política de 1991; y aunque frente a la misma se había dado un desarrollo anterior 
con la jurisprudencia emitida por la Corte Suprema de justicia, la misma se basaba en normas 
del Código Civil (Gil Botero, 2013). 
Es necesario tener en cuenta que, en el caso de los soldados profesionales, estos asumen el 
riesgo de la actividad que entran a desarrollar, por lo que resulta viable identificar en qué 
casos no hay lugar a la declaración de dicha responsabilidad de acuerdo a lo expuesto por la 
jurisprudencia del Consejo de Estado que indica que quien ingresa profesionalmente a las 
fuerzas armadas está advertido que debe afrontar situaciones de alta peligrosidad, y por este 
motivo se ha establecido un régimen prestacional especial, que reconoce la circunstancia del 
particular riesgo a que se somete a todo aquel que ingresó voluntaria y profesionalmente. 
Esto llevará a que se active la denominada “indemnización a forfait”6 lo que no excluye la 
posibilidad que pueda deducirse la responsabilidad y por tanto la obligación de reparar el 
daño causado, si se demuestra que el daño fue causado por falla del servicio o por exposición 
de la víctima a un riesgo excepcional (Consejo de Estado, Sentencia Exp. 31250, 2014). 
                                                             
6 Cuando en el ordenamiento jurídico de manera previa se establecen una serie de 
compensaciones, reconocimientos patrimoniales y prestacionales especiales -que en derecho 
francés se han denominado “indemnización a forfait” - su reconocimiento es compatible con la 
indemnización a cargo de quien es encontrado responsable de un daño, por cuanto la causa jurídica 
de la primera es la ley y, la causa jurídica de la indemnización plena proveniente de la 
responsabilidad, es el daño mismo (Consejo de Estado, Sección Tercera, Exp. 25000-23-26-000-
1999-00631-01(25020), 2007). 
Así entonces, se ha discutido en varias ocasiones cuales son los casos en los que el Estado es 
jurídicamente responsable de los daños sufridos en combate por los soldados profesionales, 
en ese sentido Gil Botero (2013) ha indicado que la jurisprudencia aduce la responsabilidad 
del Estado en el caso de daños causados a soldados profesionales únicamente en 
circunstancias en los que la causa de dicho daño pueda resultar imputable al Estado. 
Debe entonces hacerse énfasis en que según la jurisprudencia emitida por el alto tribunal de 
lo contencioso administrativo ha desarrollado una extensa jurisprudencia sobre los daños 
sufridos por los soldados profesionales, como fue expresado recientemente por el Consejo de 
Estado (2016) quien afirmo que quienes se enrolan en el servicio de la fuerza pública están 
llamados a que se les garantice la protección de sus derechos humanos y/o fundamentales, en 
tanto, su condición de ser humano, y la dignidad, que le es inherente por este solo hecho, 
desde una perspectiva normativa se encuentran plena y armónicamente relacionadas. 
En concordancia con lo anterior cuando un Soldado Profesional sufra algún tipo de daño 
deberá el Estado Colombiano y las instituciones militares pagar las indemnizaciones a las 
que haya lugar, por el daño sufrido por el soldado profesional 
Ahora bien, cuando se identifique que existió una falla en el servicio debido a que la conducta 
de las instituciones estatales fue negligente o indiferente, o que se dejó al personal expuesto 
a una situación de indefensión, se puede considerar la existencia de un daño antijurídico; en 
el caso de que no se acredite lo anterior se entenderá que dicho riesgo es propio de la 
actividad. 
En razón de lo anterior, se han identificado una serie de casos específicos en los cuales el 
Estado puede declararse patrimonialmente responsable por los daños sufridos por los 
soldados profesionales, los cuales son: 
4.1 Falla en el servicio: 
La falla en el servicio es un título de imputación basado en la responsabilidad subjetiva, en 
la cual existe una calificación de la conducta de la persona natural o jurídica a quien se 
atribuye el daño. Como lo indica Güecha Medina (2012) la falla en el servicio, supone 
responsabilidad por falla, al probar que la administración actuó de manera contraria a la 
regularidad administrativa o que lo hizo de manera ilegal, contrariando postulados de buen 
servicio público o los principios de la función administrativa. 
En el caso concreto de la responsabilidad patrimonial extracontractual del Estado por falla 
en el servicio, en los casos de soldados profesionales heridos en combate, la jurisprudencia 
del Consejo de Estado, indicó en el caso de un soldado herido por una mina antipersonal lo 
siguiente: 
Así las cosas, de manera excepcional el juez de lo contencioso administrativo podrá 
declarar la responsabilidad estatal en tratándose de soldados profesionales, siempre 
que se demuestre que hubo una falla del servicio, que en este caso, consiste en el 
incumplimiento convencional y constitucional de los deberes respecto a la vigilancia 
y control de las minas antipersonales y de las fallas del grupo especializado que 
acompañaba a los militares en la misión táctica, como se mencionará de manera 
subsiguiente (Consejo de Estado, Sentencia 2016-01283, 2016).  
Así entonces, cuando las instituciones incumplen con los deberes de vigilancia y cuidado se 
puede configurar una falla en el servicio, caso en el cual es viable declarar al Estado 
patrimonialmente responsable. 
4.2 Riesgo Excepcional: 
El riesgo excepcional es un título de imputación objetiva en el cual no se analiza la conducta 
de la persona natural o jurídica que causo el daño, ya que solamente es necesario que 
concurran dos elementos para su configuración que es el daño antijurídico y el nexo causal 
(Ruiz, 2010).  
Para el caso de análisis, el Consejo de Estado ha indicado lo siguiente: 
En consecuencia, la persona se somete a los riesgos propios del servicio, de modo 
que el régimen bajo el cual debe analizarse la responsabilidad es el de falla del 
servicio o el de riesgo excepcional, cuando se somete a la víctima a un riesgo superior 
a aquel que deban asumir los demás militares. (Consejo de Estado, Sentencia 27.739, 
2013).  
Así entonces en el caso de los daños sufridos por soldados en medio del combate, si se 
verifica que se sometió al soldado profesional a un riesgo mayor del riesgo propio al que está 
sometido por su actividad, podrá ser el Estado colombiano declarado patrimonialmente 
responsable.  
Un ejemplo de lo descrito anteriormente se presenta cuando hay una muerte de un soldado 
profesional porque se sometió a un riesgo mayor del que están sometidos sus compañeros, 
esto debe ser analizado en razón de las funciones asignadas a cada soldado profesional. De 
allí será posible determinar si se sometió a la víctima a una carga que no está en el deber de 
resistir. 
Frente al analisis de los riesgos a los que estan sometidos cada uno de los mienbros de las 
fuerzas milirtares la Seccion Tercera del  Consejo de Estado, ha expresado lo siguiente:  
El análisis de los riesgos propios del servicio se debe realizar en el marco de las 
funciones específicas del servicio al cual ha sido asignado el agente; en este sentido 
la Sala ha indicado que: “… en punto del riesgo propio del servicio que se predica 
de los integrantes de la Fuerza Pública vinculados a la institución de manera 
voluntaria es menester precisar que los daños que tales funcionarios deben soportar 
son aquellos que resulten de la materialización o concreción del riesgo asumido 
(Consejo de Estado Seccion Tercera, sentencia Exp. 18371, 2010).  
Así entonces en el momento en que se rompe el equilibrio de las cargas públicas frente a los 
riesgos que asume el soldado profesional, es posible que se impute el riesgo excepcional 
como fundamento de la responsabilidad extracontractual del Estado. Los riesgos, entonces 
deben analizarse en torno a las obligaciones que tiene cada soldado, y si este fue sometido a 
un riesgo que se encuentra por fuera de las funciones que le fueron asignadas. 
Este tipo de casos no es muy común en las sentencias que produce el Consejo de Estado sobre 
la responsabilidad patrimonial extracontractual del Estado por daños causados a soldados 
profesionales en medio del combate, sin embargo la jurisprudencia ha previsto que es posible 
que pueda imputarse cuando se cumplen los presupuestos previstos anteriormente.  
En concordancia con lo anterior, se describirá brevemente una sentencia de segunda 
instancia, dictada por el Tribunal Administrativo de Casanare, en expediente bajo radicado 
No. 850013333002-2012-00121-01, fechada el 21 de julio de 2016, donde el Soldado 
Profesional Antonio Manuel Bellizzia Cainaba a causa de la activación de una mina 
antipersona por uno de sus compañeros, le produjo lesiones graves que terminaron con su 
vida, de acuerdo a los siguientes hechos: 
El Soldado Profesional Antonio Manuel Bellizzia Cainaba se encontraba en desarrollo de la 
orden de operaciones JÚBILO, misión táctica “SIGNA” n.° 62, en la vereda “La Colorada” 
del municipio de Sácama, se encontraban realizando registro de una área campamentaria de 
grupos armados al margen de la ley, después de haberse realizado un registro técnico por 
parte del Grupo EXDE, utilizando mecanismos de detección de explosivos y haberse 
autorizado el movimiento de los integrantes de la patrulla por parte de este grupo, ingresan a 
un cambuchadero viejo, estando ya oscuro, donde el soldado profesional Ochoa Vega activó 
un artefacto explosivo consistente en un sistema de presión mediante una jeringa y la metralla 
del artefacto alcanzó al soldado Bellizzia Cainaba incrustándosele en el pecho una esquirla y 
otros dos soldados más. 
En este caso el enfermero de combate presto los primeros auxilios y fueron remitidos vía 
aérea a Yopal, llegado inicialmente al DISMED y de allí es remitido únicamente el soldado 
Bellizzia Cainaba al Hospital de Yopal, dónde ocurre su fallecimiento. Concluye el 
Magistrado Ponente que se evidencia en el presente caso que por el ejercicio propio de su 
trabajo el soldado profesional fallecido estaba sometido a riesgos inherentes de la actividad 
militar. Sin embargo, el día de su deceso fue expuesto a una carga mayor o un riesgo 
excepcional, pues estando en el registro de la zona a la tropa se le ordena avanzar hacia un 
área sospechosa, después que el personal militar experto (Grupo EXDE) la revisó con el 
vallón y consideró que era seguro hacerlo, lo cual llevó a que confiadamente la patrulla 
continuara su movimiento táctico en la semioscuridad sin poder advertir el peligro que allí 
había, al punto que otro militar pisó y activó el arma trampa que terminó con la vida del señor 
Bellizzia y causó heridas a dos compañeros por la explosión de una mina antipersona que no 
pudo localizar la avanzada de desactivación de esos artefactos improvisados (Tribunal 
Administrativo de Casanare, Exp. 85001333300220120012101, 2012) 
En este caso entonces, si bien no se identifica una falla en el servicio por parte del Ejército 
Nacional, por lo que no es posible utilizar un título de imputación  subjetiva, se procede a 
imputar el riesgo excepcional, al denotar que se impone una carga superior, al soldado 
fallecido, de la que se encontraba en el deber de soportar. 
En síntesis es preciso indicar que el Consejo de Estado ha realizado un análisis juicioso y 
aplicado en los casos de responsabilidad del Estado por daños sufridos por soldados 
profesionales que se encuentran en actividades del servicio. Lo anterior ha permitido que se 
evalúen presupuestos constitucionales de la teoría del daño antijurídico, que permiten aplicar 
regímenes de responsabilidad objetivos y subjetivos que van más allá de determinar la 
asunción del riesgo de la actividad por el soldado profesional. 
Conclusiones 
Como se ha observado en el desarrollo del presente artículo de investigación el Estado 
colombiano tiene el deber constitucional de brindar protección a los habitantes del territorio 
colombiano y garantizar que puedan ejercer de manera libre los derechos fundamentales 
establecidos en la Carta Política. 
Para cumplir con este cometido el Estado tiene a la Fuerza Pública que está compuesta por 
la Policía Nacional y las Fuerzas Armadas integrada por el Ejército Nacional, la Armada 
Nacional y la Fuerza Aérea, quienes están sujetos a las disposiciones constitucionales y de 
derecho internacional en el ejercicio de sus funciones. 
Ahora bien, teniendo en cuenta que Colombia ha estado inmerso en un CANI que ha 
perdurado en el tiempo, surge la necesidad de identificar en qué casos puede predicarse 
responsabilidad patrimonial extracontractual del Estado por daños sufridos por soldados 
profesionales en medio del combate. Se hace énfasis en los soldados profesionales, teniendo 
en cuenta, que estos presentan una relación legal y reglamentaria con el Estado, como se 
evidencio en el desarrollo del artículo, y por lo anterior se considera que se someten de 
manera voluntaria a los riesgos de la actividad militar que van a desarrollar. Además de lo 
anterior los soldados profesionales en razón de la peligrosidad de su actividad, al sufrir un 
daño, serán reparados mediante la indemnización a forfait. Por lo tanto, la responsabilidad 
del Estado se ve restringida en estos casos, y solo será imputable en el caso de que se 
compruebe que existió una falla en el servicio, o que el soldado profesional fue sometido a 
un riesgo excepcional. 
Ahora bien, para responder al cuestionamiento planteado en el presente artículo de 
investigación se realizó una revisión documental y jurisprudencial que permitió llegar a las 
siguientes conclusiones específicas respecto a la responsabilidad patrimonial 
extracontractual del Estado en los casos de daños sufridos por soldados profesionales en 
medio del combate, así: 
En primer lugar, cabe resaltar que los soldados profesionales tienen una vinculación legal y 
reglamentaria, y  un régimen laboral y prestacional establecido en razón a las condiciones de 
la labor que desempeñan. En la vinculación como soldado profesional se asume que la 
persona que decide hacer parte de las Fuerzas Armadas como su opción laboral, entiende los 
riesgos que esta actividad implica y se somete a estos de manera voluntaria. Lo anterior no 
implica que en el caso de daños sufridos con ocasión a violaciones a los Derechos Humanos 
o el Derecho Internacional Humanitario el soldado profesional no se considere como una 
víctima, caso en el cual los presupuestos sobre los cuales se erige la responsabilidad del 
Estado son sustancialmente distintos (Mejía Azuero, 2016) 
Precisamente en razón de lo anterior no es viable que en todos los casos en que los soldados 
profesionales sufran algún tipo de daño en medio de un combate, pueda indicarse que el 
Estado es responsable patrimonialmente, ya que se deberá analizar las circunstancias 
concretas del caso. 
En segundo lugar, cabe resaltar que cuando se presente una falla en el servicio que se 
configura cuando hay una actuación indebida de la administración y se infringen los deberes 
de cuidado y vigilancia, pueden identificarse los presupuestos de la responsabilidad 
subjetiva, teniendo en cuenta que se identifica en estos casos el presupuesto de culpabilidad. 
Así entonces, la afectación de los derechos a la vida e integridad personal del militar en 
general, no puede considerarse como un riesgo propio del servicio que se da en cumplimiento 
de operaciones o misiones militares, ya que la responsabilidad del Estado se configura por la 
concreción de daños sufridos cuando se demuestre que estos provienen de una falla del 
servicio imputable a una entidad del Estado. Así mismo en los casos que se identifique que 
el soldado profesional fue sometido a un riesgo mayor del que debía soportar, es decir, que 
se rompió el equilibrio de las cargas públicas, el Estado se declarara patrimonialmente 
responsable. En ese sentido se debe analizar los deberes que el soldado profesional tenía a su 
cargo para identificar cuáles son los riesgos que debía soportar de acuerdo a las labores que 
desempeñaba.  
De igual manera y como lo ha afirmado Mejía Azuero (2016) en los casos que se identifique 
que los daños sufridos se dieron en virtud de infracciones graves a los Derechos Humanos y 
al Derecho Internacional Humanitario, deberá el juez proceder a declarar la responsabilidad 
del Estado bajo los supuestos aplicables a estos casos, donde varían, entre otros, los montos 
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